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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS PARTES 

INTERVINIENTES EN EL PROCESO O PROCEDIMIENTO. 

 

Demanda 

Con fecha 03 de marzo de 2014 Serafina Luzmila Pacheco Manrique (en adelante la 

demandante) presentó demanda contra la Unidad de Gestión Educativa Local - UGEL 

Arequipa Norte (en adelante el demandado) en la cual solicitó como pretensión principal 

el recálculo del monto correspondiente al pago de la bonificación especial por 

preparación y evaluación de clases, calculada al 30% de la remuneración total desde el 

21 de mayo de 1990 hasta el 2 de setiembre de 1991 y con la pensión nivelada desde 

el 03 de setiembre de 1991 hasta diciembre del 2004 y en monto fijo en adelante a partir 

de 01 de enero del 2005, tomando como base la última pensión nivelada de diciembre 

del 2004 en su condición de cesante. 

 

Además, solicita como pretensión accesoria se disponga el pago de los intereses legales 

de los devengado en ejecución de sentencia. 

 

Fundamentos de hecho 

La demandante señaló que de acuerdo a la transcripción de la Resolución Directoral N° 

01566-1974-DGEORDEA, que la nombra como docente del magisterio a partir del 01 

de abril de 1974 y mediante la Resolución Directoral N° 201-1991-USE.AN cesa a partir 

del 03 de setiembre de 1991, mediante el cual se le otorga pensión definitiva nivelable 

dentro del Decreto Ley 20530, en donde se le ha reconocido como pensionable la 

bonificación por preparación de clases y evaluación con el rubro Bonificación el monto 

de S/ 18.25 soles, siendo en la actualidad pensionista de la jurisdicción de la Unidad 

Ejecutora 302 UGEL. 

Afirmó que como docente se le reconoció el otorgamiento de la bonificación especial por 

preparación de clases y evaluación equivalente al 30% de la remuneración total, sin 

embargo, desde la vigencia de la bonificación solo se le paga dicha bonificación en 

función a la remuneración total permanente, es decir no se le otorga en el monto que 

establecía la ley del profesorado. 

Que como se ha señalado desde la vigencia de la bonificación le correspondía el pago 

de sus remuneraciones del 30% de la remuneración total al encontrarse en actividad y 

al pasar a la condición de cesante desde el 03 de setiembre de 1991 hasta diciembre 



de 2004, ello por efecto de lo que disponía la ley del profesorado en el artículo 58 de la 

ley 24029 modificada por ley 25212. 

Admisión de la demanda 

Es así que mediante Resolución N° 1 del 14 de marzo de 2014, el Cuarto Juzgado de 

Trabajo Transitorio de la Corte Superior de Arequipa admitió a trámite la demanda 

presentada por Serafina Luzmila Pacheco Manrique, contra la Unidad de Gestión 

Educativa Local - UGEL Arequipa Norte. 

 

Apersonamiento y allanamiento 

Mediante escrito del 15 de mayo de 2014, la Procuradora Pública a cargo de los asuntos 

judiciales del Gobierno Regional de Arequipa, se apersonó al proceso y expresó su 

voluntad de allanarse solo por el periodo que la demandante ha acreditado su labor 

como docente bajo los alcances de la Ley N° 24029. 

 

Siendo ello así mediante Resolución N° 2 del 20 de mayo de 2014, se resolvió tener por 

allanada a la Procuradora Pública adjunta del Gobierno Regional de Arequipa, y se 

dispuso la remisión de los actuados el Ministerio Público a fin de que se emita el 

dictamen fiscal. 

 

Dictamen fiscal 

Posteriormente mediante Dictamen N° 608-2014, del 26 de junio de 2014, la Segunda 

Fiscalía Provincial Civil de Arequipa opinó: Se declare fundada en parte la acción 

contenciosa administrativa interpuesta por la demandante, fundada solo en el periodo 

que la demandante ha laborado bajo los alcances de la Ley 24029. 

 

Sentencia del 4to Juzgado Especializado de Trabajo Transitorio 

Mediante Resolución N°4 del 29 de agosto de 2014, el referido Juzgado emitió la 

Sentencia N° 400-2014-4JETT mediante la cual resolvió: 

 

Declarar fundada en parte la demanda, en consecuencia, ordenó que la demandada 

otorgue a favor de la demandante su bonificación por preparación de clases en base a 

su remuneración total desde el 21 de mayo de 1990 hasta el 02 de setiembre de 1991, 

con el correspondiente recalculo de su pensión, asimismo deberá pagar los intereses 

legales, para lo cual deberá expedir la resolución respectiva, ello conforme a lo señalado 

en la parte considerativa de esta sentencia. 



 

Declarar infundada en el extremo que pretende la pensión de nivelación desde el 03 de 

setiembre de 1991 hasta diciembre de 2004 y a partir del 01 de enero de 2005 en monto 

fijo, tomando como base la última pensión nivelada de diciembre del 2004, en base a 

los siguientes fundamentos: 

- En base a que la demandante pretende que su pensión desde el 03 de setiembre 

de 1991 hasta diciembre de 2004 se calcule en base al 30% de la pensión 

cuando la bonificación se establece en base a la remuneración total y no la 

pensión. 

 

- Además, señala que lo que pretende la demandante es se nivele la pensión lo 

cual está proscrito por la Constitución, más aún si se tiene el criterio con carácter 

de vinculante de la Casación 7785-2012- San Martín. 

 

Recurso de apelación. 

Posteriormente el 17 de setiembre de 2014, la demandante al no encontrarse de 

acuerdo con lo resuelto en la sentencia que declara fundada en parte la demanda, 

presentó su recurso de apelación con la finalidad de que el superior jerárquico la 

revoque y declare fundada la demanda en todos sus extremos. 

 

Dictamen fiscal 

Posteriormente mediante Dictamen N° 1217-2014 del 30 de octubre de 2014, la 

Segunda Fiscalía Superior Civil y Familia de Arequipa opinó: Que en el extremo de la 

sentencia apelada debe ser revocada y en consecuencia declararse fundada la 

demanda en todos sus extremos. 

 

Sentencia del Ad Quem 

Mediante Resolución N° 05 del 20 de abril de 2015, la Segunda Sala Laboral de la Corte 

Superior de Justicia de Arequipa emitió la sentencia de vista N° 397-2015-2SL, en la 

que resolvió: 

• Confirmar la sentencia del 29 de agosto de 2014, en el extremo apelado que 

declaró infundada la demanda. 

Los fundamentos de la Sala Superior fueron las siguientes: 

 



La demandante se encuentra comprendida dentro del régimen pensionario Decreto Ley 

20530, por lo que el cálculo de su pensión se realiza en base al último sueldo percibido 

incluyendo todas las bonificaciones pensionables y montos obtenidos en base a la 

remuneración total y no total permanente, en ese sentido no corresponde reajustar el 

monto de la pensión considerando la bonificación especial al considerarse que no tiene 

carácter remunerativo. 

 

Asimismo, señala que lo que pretende la demandante es la nivelación de la pensión 

percibida, lo que no se puede amparar de acuerdo a la Primera Disposición Final y 

Transitoria de la Constitución. 

 

Recurso de Casación 

Mediante escrito del 11 de mayo de 2015 la demandante al no encontrarse de acuerdo 

con lo resuelto en la sentencia de vista, presentó su recurso de casación con la finalidad 

de que la sala suprema la revoque y actuando en sede de instancia declare fundada la 

demanda en todos sus extremos. 

 

Dictamen fiscal 

Posteriormente mediante Dictamen N° 608-2016, del 04 de abril de 2016, la Fiscalía 

Suprema en lo Contencioso Administrativo opinó: Se declare fundado el recurso de 

casación, se case la sentencia de vista y actuando en sede de instancia se revoque la 

sentencia apelada y reformándola se declare fundada la demanda. 

Resolución casatoria 

Finalmente, mediante Casación N° 7375-2015 del 29 de setiembre de 2016, la Primera 

Sala de Derecho Constitucional y Social Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de 

la República resolvió: 

• Casar la sentencia de vista contenida en la Resolución N°5 del 20 de abril de 

2015, y actuando en sede de instancia revocaron la sentencia del 29 de agosto 

de 2014, reformándola la declararon fundada en consecuencia ordenaron que 

las entidades demandadas otorguen a la demandante el pago de los reintegros 

que se hayan generado respecto al pago adicional por preparación de clases y 

evaluación, teniendo como base de cálculo del 30% de la remuneración 

pensionaria total o integra, desde el 21 de mayo de 1990, incluidos los intereses 

legales. 



Los fundamentos de la Sala Suprema fueron los siguientes: 

 

Que el artículo 10 del Decreto Supremo 051-91-PCM no puede modificar el beneficio 

contenido en el artículo 48 de la Ley 24029, pues dicho Decreto al extenderse en el 

tiempo no ha cumplido con su carácter de extraordinario y temporal que le otorga fuerza 

de ley. Por lo que dicho Decreto Supremo no tiene fuerza de ley. 

 

Que, en aplicación del criterio jurisprudencial reiterado, resulta fundado el recurso 

formulado por la demandante, amparándose la pretensión reclamada respecto al cálculo 

de la bonificación mensual por preparación de clases y evaluación que se le viene 

otorgando a la recurrente, las que deberán calcularse en base al 30% de la 

remuneración total o integra que viene percibiendo, desde el 21 de mayo de 1990. Pues 

no constituye una nivelación de pensiones sino un reintegro de la bonificación. 

 

Respecto al pago de intereses de las bonificaciones devengadas, procede de acuerdo 

con lo dispuesto en el artículo 1242°, con la precisión establecida en el artículo 1249° 

del Código Civil. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE. 

 

1. Incorrecta formulación del allanamiento 

 

IDENTIFICACIÓN 

En el presente caso, la parte demandada en el escrito de fecha 15 de mayo de 2014 

se allanó a las pretensiones de la demanda, reconociendo así el derecho de la 

demandante a que se otorgue la bonificación especial dispuesta en el artículo 48 de 

la Ley N° 24029 – Ley de Profesorado en base a la remuneración total integra. Sin 

embargo, la pretensión de la demanda es otra distinta (y no la que se propuso como 

allanamiento) pues busca que se recalcule el monto correspondiente a la 

bonificación especial por preparación de clase, en base a la norma antes 

mencionada; por lo tanto, el allanamiento se habría realizado sobre una pretensión 

no propuesta, en consecuencia, corresponde determinar la eficacia de este. 

 

ANÁLISIS 

El Código Procesal Civil en los artículos 330 al 333 regula el allanamiento, conforme 

lo establece el cuerpo normativo mencionado, es considerada una forma especial 

de conclusión del proceso.  

 

De acuerdo con Marianela Ledesma (2012), en la doctrina existen diversas 

posiciones respecto a la definición de esta institución procesal. Un sector considera 

que mediante el allanamiento un sujeto procesal reconoce la fundabilidad de la 

pretensión, ello implicaría no solo la aceptación del petitum, sino también de la causa 

petendi, equiparándose así al reconocimiento. 

 

Asimismo, señala que otro sector de la doctrina considera al allanamiento como la 

declaración de voluntad de un sujeto procesal a fin de someterse al petitum de la 

demanda o reconvención, pues en ella no se acepta ni da por cierto lo expuesto en 

la causa petendi, conforme se encuentra establecido en el artículo 330 del Código 

Procesal Civil, en consecuencia, nuestro ordenamiento jurídico ha adoptado la 

segunda postura.  

 

 

 

 



Ahora bien, el allanamiento tiene que cumplir los siguientes requisitos: 

 

i) Debe ser expresa e indubitable la manifestación de voluntad de someterse al 

petitum de la demanda, no pudiendo presumirse, además, debe tenerse en 

cuenta que el silencio del demandado tiene como consecuencia la declaración 

de rebelde. 

 

ii) Debe ser incondicional, dado que el allanamiento es un acto puro y no puede 

estar sujeto a una condición, puesto que esta institución procesal tiene como 

elemento esencial la renuncia y sometimiento a petitum. 

 

iii) Debe ser oportuno, el Código Procesal Civil en el artículo 331 establece que 

el demandado puede allanarse en cualquier estado previo a la emisión de la 

sentencia, de lo contrario no sería eficaz. Por otro lado, debe considerase que 

solo se exonerará el pago de costas y costos de proceso cuando el 

allanamiento se produzca dentro del plazo de ley para la contestación de la 

demanda. 

 

iv) Puede ser total o parcial respecto de las pretensiones, así el demandado 

puede allanarse de forma íntegra al petitum de la demanda; en caso de ser 

parcial el proceso continuará respecto a aquellas pretensiones sobre las que 

se mantiene el conflicto de intereses.  

 

v) El sujeto procesal que se allane deberá legalizar su firma ante el auxiliar 

jurisdiccional, conforme lo establece el primer párrafo del artículo 330 del 

Código Procesal Civil.   

 

vi) El allanamiento no debe estar inmerso en alguna de las causales de 

improcedencia establecidas en el artículo 332 del Código Procesal Civil, de lo 

contrario el proceso continuará.  

 

En conclusión, el allanamiento es el acto procesal unilateral mediante el cual un 

sujeto procesal se somete a las pretensiones de la demanda o la reconvención. 

Respecto a su alcance, será total cuando el sometimiento se realice respeto a la 

totalidad de las pretensiones, y será considerada parcial cuando el conflicto de 

interés subsista en relación a una o más pretensiones.    

 

 



2. ¿El juez se encuentra obligado a emitir sentencia estimatoria ante el 

allanamiento del demandado? 

 

IDENTIFICACIÓN  

En el presente caso, la parte demandada supuestamente procedió a allanarse a las 

pretensiones de la demanda, es así que mediante resolución N° 02 de 20 de mayo de 

2014 el Cuarto Juzgado Especializado de Trabajo Transitorio resolvió tener por 

allanado, a pesar de ello, la sentencia de primera instancia emitida por el juzgado 

declaró fundada en parte la demanda respecto al otorgamiento de la bonificación 

especial por preparación de clase, e infundada, en el extremo de la nivelación de 

pensión. De otro lado, la sentencia de vista confirmó la sentencia recurrida. 

 

En ese sentido, en el caso hipotético que el allanamiento haya sido eficaz corresponde 

determinar si el órgano jurisdiccional se encuentra obligado a emitir una sentencia 

estimatoria ante el allanamiento o por el contrario puede desvincularse de esta y 

pronunciarse a su libre discrecionalidad.   

 

ANÁLISIS 

En la misma línea de lo precedente, se sabe que el allanamiento es el acto procesal 

unilateral por el cual un sujeto procesal acepta de forma expresa, incondicional y 

oportuna las pretensiones de la demanda o reconvención; además no debe encontrarse 

inmersa en alguna de las causales de improcedencia reguladas en el artículo 332 del 

Código Procesal Civil.   

 

En ese sentido, el magistrado luego que se ha realizado el control de fondo sobre la 

validez en la declaración de voluntad del emplazado (…) declarará el allanamiento. A 

partir de ese momento se configura el conflicto sin controversia, lo que va a permitir al 

juez emitir sentencia en atención a la pretensión exigida (Ledesma 2012, pág. 703). Ello 

implicaría que el juez tiene el deber de emitir una sentencia estimatoria sobre el proceso, 

dado que el conflicto de interés cesó una vez se resolvió declarar el allanamiento.  

 

Respecto al afecto vinculante del allanamiento sobre la sentencia, existe dos posturas 

doctrinarias. La primera de ellas señala que el allanamiento no genera vinculación, pues 

no pueden dejar a la conformidad de los litigantes la aplicación del derecho objetivo. El 

juez en su sentencia acoge favorablemente las pretensiones de las partes, mientras que 

rechaza las que no son legítimas El juez es quien sabe interpretar el derecho, por lo 



tanto, toda injerencia de las partes en esta materia debe ser ineficaz (Ledesma, 2012, 

p. 704).  

 

La segunda postura señala que el allanamiento vincula al juez, pues no contraviene su 

función jurisdiccional ni la finalidad del proceso, así se señala que el allanamiento sí 

determina el contenido de la sentencia, debiendo ser estimatoria, conforme la intención 

de las partes procesales, sin embargo, considera una excepción en caso la pretensión 

sea ilícita, atente contra las buenas costumbres o genere un perjuicio a tercero. 

(Márquez 1992, pág.151). 

 

3. Afectación al derecho a la motivación de resoluciones judiciales. 

 

IDENTIFICACIÓN  

La pretensión de la demanda solicitó al juez se recalcule la bonificación del 30% por 

preparación de clase y evaluación; sin embargo, la sentencia de primera instancia 

resolvió declarar fundado el otorgamiento de la bonificación antes mencionada, e 

infundada respecto a la nivelación de pensión (recálculo), asimismo, la sentencia de 

vista confirmó lo resuelto por el A Quo. 

 

Por lo que corresponde determinar si la motivación de las instancias de mérito resulta o 

no incongruente. 

  

ANALISIS 

El derecho a la debida motivación se encuentra reconocido en el inciso 5 del artículo 

139 de la Constitución Política vigente, el cual señala que la motivación escrita de las 

resoluciones judiciales es un principio y derecho de la función jurisdiccional, asimismo, 

exceptúa de dichos requisitos a las resoluciones de mero trámite (decretos). 

 

La debida motivación forma parte del contenido del derecho al debido proceso, 

asimismo, el Tribunal Constitucional ha señalado que “es el derecho de obtener de los 

órganos judiciales una respuesta razonada, motivada y congruente con las pretensiones 

oportunamente planteadas por las partes en cualquier clase de procesos. La exigencia 

de que las decisiones judiciales sean motivadas garantiza que los jueces, cualquiera 

que sea la instancia a la que pertenezcan, justifiquen sus decisiones asegurando que la 

potestad de administrar justicia se ejerza con sujeción a la Constitución y a la ley, pero 

también tiene la finalidad de facilitar un adecuado ejercicio del derecho de defensa de 

los justiciables (…).” (Exp. N° 7222-2005-PHC/TC-Puno, Fundamento 9)  



 

Asimismo, los supuestos respecto al contenido constitucional protegido de la debida 

motivación también fueron desarrollados jurisprudencialmente, mediante el voto singular 

de los magistrados Gonzales Ojeda y Alva Orlandini recaído en el Expediente N° 1774-

2005-PA/TC: 

a. “Inexistencia de motivación o motivación aparente. – (…) viola el derecho a una 

decisión debidamente motivada cuando la motivación es inexistente o cuando la 

misma es sólo aparente, en el sentido de que no da cuenta de las razones 

mínimas que sustentan la decisión o de que no responde a las alegaciones de 

las partes del procedimiento, o porque solo intenta dar un cumplimiento formal al 

mandato, amparándose en frases sin ningún sustento fáctico o jurídico. (…). 

 

b. Falta de motivación interna del razonamiento. – (…) La falta de motivación 

interna del razonamiento puede expresarse en dos dimensiones: la primera se 

identifica con el control de validez de una inferencia a partir de las premisas que 

el juez establece previamente en su decisión. La justificación interna, como bien 

lo precisa Manuel Atienza, es tan solo cuestión de lógica deductiva. (…) 

 

Una segunda dimensión (…), está referida a la coherencia narrativa del juez al 

pronunciar su decisión. En este caso, el control constitucional rechaza el discurso 

absolutamente confuso que es incapaz de transmitir las razones de modo 

coherente en torno a la decisión que se ha tomado.  

Se trata, en ambos supuestos, de ubicar el ámbito constitucional de la debida 

motivación en el control de los argumentos en función de la decisión asumida 

por el Juez o Tribunal, sea desde una perspectiva de su corrección lógica o 

desde su coherencia narrativa.  

 

c. Control de la motivación externa, justificación de las premisas. –(…), el control 

de la motivación también puede autorizar la actuación del juez constitucional 

cuando las premisas de las que parte el Juez no han sido confrontadas o 

analizadas respecto de su validez fáctica o jurídica. Esto ocurre por lo general 

en los casos difíciles, (…) donde suele presentarse problemas de pruebas o de 

interpretación de disposiciones normativas.  

 

La motivación se presenta en este caso como una garantía para validar las 

premisas de las que parte el Juez o Tribunal en sus decisiones. (…) Hay que 



precisar, en este punto, que no se trata de reemplazar la actuación del juez 

ordinario en la valoración de la prueba, actividad que le corresponde de modo 

exclusivo, sino de controlar el razonamiento o la carencia de argumentos, bien 

para respaldar el valor probatorio que se les confiere a determinados hechos, 

bien, tratándose de problemas de interpretación, para respaldar las razones 

jurídicas que sustentan determinada comprensión del derecho aplicable al caso. 

Si el control de la motivación interna permite identificar la falta de corrección 

lógica en la argumentación del juez, el control en la justificación de las premisas 

posibilita identificar las razones que sustentan las premisas en las que ha basado 

su argumento. El control de la justificación externa del razonamiento resulta 

fundamental para apreciar la justicia y razonabilidad de la decisión judicial en el 

Estado democrático, porque obliga al juez a ser exhaustivo en la fundamentación 

de su decisión y a no dejarse persuadir por la simple lógica formal. 

 

d. La motivación insuficiente. - (…) Esta se refiere, básicamente, al mínimo de 

motivación exigible atendiendo a las razones de hecho o de derecho 

indispensables para asumir que la decisión está debidamente motivada. Se trata 

de un concepto ambiguo, de naturaleza indeterminada, que requiere por ello ser 

delimitado en cada caso concreto. Si bien, como ha establecido el Tribunal 

Constitucional, no se trata de dar respuestas a cada una de las pretensiones 

planteadas, la insuficiencia vista aquí en términos generales solo resultará 

relevante desde una perspectiva constitucional, si la ausencia de argumentos o 

la ''insuficiencia" de fundamentos resulta manifiesta a la luz de lo que en 

sustancia se está decidiendo. (…) 

 

e. La motivación sustancialmente incongruente. - El derecho a la tutela judicial 

efectiva y, en concreto, el derecho a la debida motivación de las sentencias, 

obliga a los órganos judiciales a resolver las pretensiones de las partes de 

manera congruente con los términos en que vengan planteadas, sin cometer, por 

lo tanto, desviaciones que supongan modificación o alteración del debate 

procesal (incongruencia activa). (…) El incumplimiento total de dicha obligación, 

(…) o el desvío de la decisión del marco del debate judicial generando 

indefensión, constituye vulneración del derecho a la tutela judicial y también a la 

motivación de la sentencia (incongruencia omisiva) (…) 

 

f. Motivaciones cualificadas. – (…) resulta indispensable una especial justificación 

para el caso de decisiones de rechazo de la demanda, o cuando, como producto 



de la decisión jurisdiccional, se afectan derechos fundamentales como el de la 

libertad. En estos casos, la motivación de la sentencia opera como un doble 

mandato, referido tanto al propio derecho a la justificación de la decisión, como 

también al derecho que está siendo objeto de restricción por parte del Juez o 

Tribunal.” (Fundamento 11) 

En relación con las funciones de la debida motivación, la doctrina señala que se divide 

en endoprocesal y extraprocesal. La función endoprocesal, también denominada 

garantía de defensa busca que las partes procesales tengan conocimiento de las 

razones jurídicas por las que órgano jurisdiccional adoptó determinada decisión, para 

así poder interponer el medio impugnatorio correspondiente, pudiendo reparar algún 

error en el que haya incurrido. 

 

Asimismo, mediante la función endoprocesal el superior jerárquico también ejerce 

control. Según señala Castillo (2014): 

 

“El control institucional se tiende a salvaguardar la integridad en el ejercicio de la 

jurisdicción, evitando que se incurra en errores judiciales y en una defectuosa 

aplicación del derecho si es que el fallo no se somete a un control jerárquico 

vinculado a la pluralidad de instancias”. (p. 490) 

 

Por lo tanto, la función endoprocesal “permite la materialización de diferentes derechos, 

como los de defensa, impugnación y pluralidad de instancias. A través de ésta, (i) los 

justiciables pueden concretizar su derecho a la defensa, llevando el caso ante el órgano 

superior si lo consideran conveniente a su derecho; (ii) los justiciables pueden impugnar 

la decisión, puesto que sólo sabiendo las razones de la misma pueden conocer los 

defectos sobre los cuales se sustentará la impugnación; y (iii) se materializa el derecho 

a la pluralidad de instancia.” (Riva, 2017, P. 46) 

 

Respecto a la función extraprocesal busca “(i) justificar la vestidura de los jueces 

designados para resolver conflictos; (ii) justificar las normas jurídicas aplicadas para la 

resolución de los casos concretos, con el objeto de validar, de forma integral, el conjunto 

normativo de nuestro ordenamiento jurídico; y (iii) informar a la ciudadanía respecto de 

cómo se aplican y funcionan las normas jurídicas que conforman nuestro marco legal.” 

(Riva, 2017, p. 137) 

 



Ahora bien, como se señaló en la identificación del problema, se busca determinar si la 

sentencia de primera y segunda instancia incurrieron en motivación incongruente. Al 

respecto, debe tenerse en cuenta que la incongruencia se manifiesta cuando no exista 

correlación entre el petitum, causa petendi y/o sujetos de la relación procesal, con la 

decisión adoptada por el órgano jurisdiccional.  

 

Se debe tener en cuenta que la incongruencia procesal tiene tres manifestaciones: a) 

objetiva, b) subjetiva y c) fáctica. 

 

a) Manifestación objetiva: Se encuentra relacionada al petitum de la demanda, 

pues el vicio de incongruencia se presenta al no existir correlación entre la 

decisión adoptada por el juez y el objeto del proceso. Este tipo de incongruencia 

de presenta en tres formas: incongruencia citra o infra petita, incongruencia extra 

petita e incongruencia ultra petita. 

 

La incongruencia citra o infra petita, conforme señala Greif (citado en Cal 

Laggiard, 2009) “se produce cuando el juez omite pronunciarse sobre una 

cuestión sometida a su decisión (sea una pretensión o una excepción)”, esa 

omisión también está referida a los puntos controvertidos.  

 

Con relación a la incongruencia extra petita, Monroy Gálvez (2009) señala que 

esta ocurre cuando la decisión judicial contiene una pretensión no demandada 

(p. 192) ello implica que el juez se pronuncia sobre pretensiones no propuesta 

por las partes procesales, por ende, no fueron discutidas dentro del proceso.  

 

Por último, la incongruencia ultra petita se presenta cuando el juez otorga más 

de los peticionado por las partes procesales, este supuesto tiene un criterio 

cuantitativo.  

 

b) Manifestación subjetiva:  Se encuentra relacionada con los sujetos intervinientes 

en el proceso. Según Hurtado Reyes (s.f) este vicio se presenta cuando la 

decisión judicial no emite pronunciamiento sobre alguno de los sujetos de 

derecho que conforman la parte activa o pasiva del proceso (omisión, citra petita) 

o esta decisión emite pronunciamiento a favor o en contra de un tercero que no 

formó parte de la relación jurídica procesal por falta de emplazamiento (exceso, 

extra petita). (p. 8). 

 



c) Manifestación fáctica: Este tipo de incongruencia de manifestar por la indebida 

correlación entre los hechos expuesto en el petitorio (causa petendi) y la 

sentencia. Ello implica que el pronunciamiento judicial emitido se basó en hechos 

no alegados por las partes o fueron dejados de lado.  

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



III.  POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y LOS 

PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

 

A. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

IDENTIFICADOS 

 

1. Incorrecta formulación del allanamiento 

Conforme a lo señalado en la identificación del problema, la pretensión del 

demandante consistió en: 

 

“el recálculo del monto correspondiente al pago de la bonificación especial del 

30% por preparación de clase desde la vigencia de la bonificación, con la pensión 

nivelada desde el 03.SEP.1991 hasta DIC.2004. y en monto fijo en adelante a 

partir de 01 de enero del 2005, tomando como base la última pensión nivelada 

de diciembre del 2004”. 

 

Sin embargo, el demandado se allanó a la pretensión sobre: 

  

“Que se le otorgue la bonificación especial dispuesta en el artículo 48° de la Ley 

24029 en base a la remuneración total integra”  

 

Se advierte que el allanamiento se realizó sobre una pretensión no propuesta, 

asimismo, a pesar de que en el escrito de allanamiento haya señalado 

expresamente aceptar a la pretensión de la demanda, no puede presumirse que hizo 

referencia esta, pues como se señaló en el análisis, la declaración de allanamiento 

debe ser expresa e indubitable, situación que no ocurrió en el presente caso, dado 

que hizo la descripción de pretensión distinta a la solicitada en la demanda. 

 

Sin embargo, el juez mediante la Resolución N° 02 de fecha 20 de mayo de 2014 

resolvió tener por allanado al demandado, al considerar que la pretensión que motivó 

la causa no se encontró en ninguna causal de improcedencia. 

  

En consecuencia, el juzgado debió rechazar la solicitud de allanamiento, pues versó 

sobre una pretensión no propuesta y en caso hubiese vencido el plazo legal para la 

presentación de la contestación de la demanda, también debió declarar rebelde a la 

parte demandada. 

   



2. ¿El juez se encuentra obligado a emitir sentencia estimatoria ante el 

allanamiento del demandado? 

 

Ahora bien, en el presente problema se busca determinar si el allanamiento es 

vinculante o no a la sentencia. 

 

En primer lugar, es necesario señalar que la sola solicitud al allanamiento no es 

vinculante al juez, pues primero se realiza el análisis sobre la eficacia de la 

declaración de voluntad del sujeto procesal que haya querido someterse a la 

pretensión de la otra parte, seguidamente se debe evaluar si no está inmersa en 

alguna causal de improcedencia descrita en el artículo 332 del Código Procesal Civil, 

por lo tanto, una vez realizado este doble control y se haya resuelto tener por 

allanado al sujeto procesal que se sometió a la pretensión, considero que el juez 

deberá emitir sentencia estimatoria pues la controversia jurídica habría sido resuelta. 

 

Respecto a las dos posturas doctrinarias descritas en el análisis de la vinculación 

del allanamiento hacia el juez, me encuentro de acuerdo con la segunda postura 

dado que el allanamiento sí vincula el contenido de la sentencia; sin embargo, ello 

ocurre en nuestro sistema procesal porque el juez previamente a calificado el 

allanamiento, habiendo realizado una evaluación jurídica de la misma. 

 

En el presente caso, bajo el supuesto que el allanamiento haya sido válido, el órgano 

jurisdiccional se encontraba obligado a emitir una sentencia estimatoria, puesto que 

mediante Resolución N° 02 resolvió tener por allanado a la parte demandada, es 

más, en el fundamento tercero expresamente señala no encontrarse inmerso en 

alguna causal de improcedencia. Sin embargo, realizó un análisis sobre la 

controversia jurídica, a pesar de encontrarse resuelta, declaró fundado un extremo 

e infundado otro de ellos por encontrarse proscrita en la Constitución, es decir, 

contravendría el orden público, desvinculando así el allanamiento de la sentencia. 

 

3. Afectación al derecho a la debida motivación de resoluciones judiciales. 

 

Se verifica de la revisión de la pretensión que la parte demandante consistió en el 

recalculo de su pensión en relación con la bonificación especial del 30% por 

preparación de clase y evaluación; sin embargo, la sentencia de primera instancia 

resolvió: 

 



“Declarar fundada en parte la demanda, en consecuencia, ordenó que la 

demandada otorgue a favor de la demandante su bonificación por preparación 

de clases en base a su remuneración total desde el 21 de mayo de 1990 hasta 

el 02 de setiembre de 1991, con el correspondiente recalculo de su pensión, e 

infundada en el extremo que pretende la nivelación de la pensión.” 

 

Del mismo modo, la sentencia de vista resolvió: 

 

“Confirmar la sentencia de primera instancia; en el extremo apelado que declaró 

infundada la demanda.”  

 

Como puede colegirse nos encontramos ante un vicio de incongruencia en su 

manifestación objetiva, dado que no existe relación entre la pretensión y la decisión 

judicial.  

 

Asimismo, debe tenerse en cuenta que la motivación expuesta en la sentencia de 

primera instancia versó en relación al otorgamiento de la bonificación y nivelación 

de la pensión, a pesar que a la demandante se le reconoció dicho concepto 

(bonificación) en la  resolución de cese, respecto a la nivelación, esta no fue 

formulada como una pretensión en la demanda; del mismo modo, la motivación de 

la sentencia de vista se refirió a la procedencia de la nivelación, en consecuencia, la 

motivación de ambas resoluciones fue incongruente, dado que se alteró el debate 

judicial, afectando así su derecho a la debida motivación. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



B. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS  

 

La demandante solicitó se ordene a la demandada cumpla con lo dispuesto en el artículo 

48° de la Ley N° 24029 (modificado por la Ley N° 25212) y recalcular en la forma correcta 

y en el monto correspondiente el pago de la bonificación especial por preparación de 

clases y evaluación, sobre la base del 30% de su remuneración total o integra, desde la 

vigencia de la citada Bonificación hasta el 02.09.1991. 

 

Como pensión nivelada desde el 03.09.1991 hasta diciembre del 2004, fecha de 

promulgación de la Ley N° 28449 que deja sin efecto el artículo 58°de la Ley N° 24029 

y la Ley N° 23495; y un monto fijo a partir del 01.01.2005 tomando como base la última 

pensión nivelada, más el pago de los intereses legales por las sumas devengadas. 

 

Así la controversia entre las sentencias de primera y segunda instancia con lo resuelto 

en casación consisten en si corresponde ordenar el recálculo de la pensión nivelada 

desde 09.1990 hasta 12.2004 y a partir del 01.01.2005 en un monto fijo, tomando como 

base la última pensión nivelada de 12.2004 en adelante, verificando si es correcto lo 

precisado en la impugnada, en el sentido que la bonificación debe calcularse en base a 

la última remuneración percibida y permanecer invariable en su pensión. 

 

Así por un lado la parte demandante considera que la pensión a otorgarse debe 

efectuarse en base a la remuneración total o integra, mientras que de otro lado se 

considera que la pensión a otorgar se calcula no en base al primero sino en base a 

remuneración permanente. 

Según la sentencia de primera y segunda instancia no corresponde reajustar el monto 

de lo abonado en la pensión de cesantía en atención a que la bonificación en mención 

no tiene carácter remunerativo, además, no procede la nivelación de su pensión 

conforme a lo establecido en la Primera Disposición Final y Transitoria de la Constitución 

vigente. 

 

Al respecto debe considerarse que según el artículo 10 del Decreto Supremo 051-91-

PCM.  

 



“Artículo 10º.- Precisase que lo dispuesto en el Artículo 48 de la Ley del 

Profesorado Nº 24029, modificada por Ley Nº 25212, se aplica sobre la 

Remuneración Total Permanente establecida en el presente Decreto Supremo.” 

Sin embargo, se puede verificar que el Poder Judicial en base al artículo 138 de la 

Constitución, puede inaplicar para efectos del caso en concreto aquella norma legal que 

contraviene a la Constitución. Así mismo debe señalarse que el Juez cuenta con el 

control de legalidad, ello en la medida que debe preferir la Ley a la norma reglamentaria 

(como un Decreto Supremo). 

Así en el presente caso se puede verificar del artículo 48 de la Ley 24029 (modificado 

por la Ley 25212) que la parte demandante tiene derecho a percibir una bonificación 

especial mensual por preparación de clases y evaluación equivalentes al 30% de la 

remuneración total, sin embargo, dicho dispositivo se modificó mediante el artículo 10 

del Decreto Supremo Nº 051-91-PCM. 

 

Ahora bien, dicho Decreto Supremo establece como base de cálculo la remuneración 

permanente, mas no como lo establece la Ley del Profesorado en el cual se deja como 

base la remuneración total. 

Por lo que se puede entender que lo resuelto por las instancias de mérito consideraron 

que en dicho Decreto Supremo N° 051-91-PCM se establecía que debía tomarse como 

cálculo de base la remuneración total. Sin embargo, no se ha tomado en cuenta que en 

el presente caso una norma reglamentaria (como lo son los Decretos Supremos). 

 

Ahora si bien en base a la Constitución anterior (1979) se entendía que por Decreto 

Supremo se pueden establecer medidas extraordinarias pero estas medidas deberían 

cumplir con el carácter de extraordinariedad. Así la Constitución anterior señala:  

Artículo 211. Son atribuciones y obligaciones del presidente de la República: 

(...). 

20.- Administrar la hacienda pública; negociar los empréstitos; y dictar medidas 

extraordinarias en materia económica y financiera, cuando así lo requiera el 

interés nacional y con cargo de dar cuenta al Congreso. 

Situación que existe en el presente caso puesto que se pretende que vía Decreto 

Supremo se modifique lo dispuesto por una Ley, cuando ello no está permitido salvo 



para el caso que el Decreto Supremo (denominación utilizada en la anterior 

Constitución) justifique la extraordinariedad del asunto. 

 

Por lo tanto, no me encuentro de acuerdo con la sentencia emitida por el A Quo ni por 

el Ad Quem puesto que se emitió considerando erróneamente que el demandante 

solicitó recalculo de sus pensiones en base al 30% de la pensión, lo que no se advierte 

de los argumentos de la demanda. 

 

Por lo que me encuentro de acuerdo con la sentencia casatoria en la medida que se 

dejó sin efectos para el caso en concreto y que se ordene que la pensión otorgada sea 

en base a la remuneración total mas no permanente conforme lo establecía en 

específico el artículo 10 del Decreto Supremo 051-91-PCM. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



IV. CONCLUSIONES 

 

• Se determinó que en el presente expediente existen contingencias del trámite 

procesal. Vulnerándose el debido proceso, debida motivación y la congruencia 

procesal. 

• El primero de ellos está referido a la incorrecta formulación del allanamiento, 

dado que la declaración no fue expresa ni indubitable, se consideró que la 

misma debió ser rechazada.  

• El segundo problema se refiere a si el allanamiento vincula a la sentencia, 

concluyendo, que en nuestro sistema procesal sí es vinculante, dado que el juez 

previamente debe realizar un control de validez.  

• El tercer problema se encuentra relacionado a la vulneración del derecho a la 

debida motivación. Estableciendo que efectivamente su vulneración, dado que 

el debate judicial fue al alterado, la motivación expuesta no estuvo referida a la 

pretensión de la demanda. 

Por otro lado, se concluyó que también se afectó el principio de congruencia 

procesal. 

• Me encuentro de acuerdo con la sentencia casatoria, por ordenar que la pensión 

otorgada sea en base a la remuneración total, mas no permanente. 
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VI. ANEXOS 

• Demanda y medios probatorios. 

• Contestación de la demanda y anexos 

• Saneamiento procesal. 

• Dictamen Fiscal. 

• Sentencia  

• Recurso de apelación 

• Dictamen Fiscal de Fiscalía Superior. 

• Resolución de segunda instancia 

• Recurso de Casación 

• Dictamen Fiscal Fiscalía Suprema. 

• Resolución de la Corte Suprema 

 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 

 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 


